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cretas expresiones utilizadas y al contexto en que se
emplean, en cuanto puedan revelar una intención de
menosprecio en la plasmación de las ideas y conceptos
a cuya expresión sirven en una comprensión global del
escrito enjuiciado. Tal menosprecio hacia una de las fun-
ciones estatales, como es la función judicial, constituye
un límite a la libertad de expresión del Abogado, pues,
según reiteradamente hemos afirmado, «excluidos el
insulto y la descalificación, la libre expresión de un Abo-
gado en el ejercicio de la defensa de su patrocinado
ha de ser amparada por este Tribunal cuando en el marco
de la misma se efectúan afirmaciones y juicios instru-
mentalmente ordenados a la argumentación necesaria
para impetrar de los órganos judiciales la debida tutela
de los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos e inte-
reses legítimos, tanto más cuanto se trata de la repa-
ración de un derecho fundamental que se entiende con-
culcado» (SSTC 157/1996, de 15 de octubre, FJ 5;
226/2001, de 26 de noviembre, FJ 3; ATC 76/1999,
de 16 de marzo).

En el presente caso fue en la vista oral de un recurso
de apelación civil, al justificar la solicitud de nulidad de
la Sentencia impugnada, donde el recurrente, en su con-
dición de Letrado, manifestó que en ella había «false-
dades y barbaridades», expresiones éstas en las que se
centra el reproche de los Acuerdos sancionadores. Al
haber sido en la vista oral y haber retirado el Presidente
de la Sección el uso de la palabra al Letrado, éste no
pudo entonces explicar en qué basaba tales contunden-
tes afirmaciones. Podríamos reconstruir sus explicacio-
nes a través de las expresadas en sus recursos en la
vía judicial previa y en las alegaciones presentadas en
este proceso de amparo. No parece oportuno ni preciso,
sin embargo, centrar nuestro análisis en la existencia
o inexistencia de justificación fáctica o jurídica de tales
expresiones, pues con las mismas, cualquiera que sea
su acierto y la palmaria posibilidad de ser sustituidas
por otras menos molestas, no se hacía otra cosa sino
expresar el desacuerdo fáctico y jurídico con las con-
clusiones a las que, en la Sentencia impugnada, había
llegado la juzgadora de instancia.

Resulta evidente que a las expresiones utilizadas pue-
den atribuírsele diversos significados. Dicho de otro
modo, no presentan como único significado el que les
han atribuido los órganos judiciales al justificar la correc-
ción disciplinaria, ni tampoco únicamente el más benigno
que el recurrente ofrece en su defensa. Las expresiones
utilizadas se refieren, indudablemente, a la Sentencia
impugnada, aunque trascienden a su autora intelectual,
mas no apreciamos que no se trate de términos emplea-
dos para defender la petición de nulidad que se
postulaba, pues ésta, según el art. 238 LOPJ entonces
vigente, puede basarse, entre otras razones, en haber
prescindido «total y absolutamente de las normas esen-
ciales de procedimiento establecidas por la ley», supues-
to que, de concurrir en este caso, supondría en lenguaje
coloquial un error jurídico de tal magnitud que algunos
podrían tachar de auténtica «barbaridad» o una «fal-
sedad».

Por ello cabe concluir que las expresiones vertidas
en la vista oral vienen amparadas en la libertad de expre-
sión del Letrado que, precisamente por su carácter espe-
cífico, le permite una mayor «beligerancia en los argu-
mentos» (STC 113/2000, de 5 de mayo, FJ 6) dada
su conexión con el derecho de defensa de la parte. En
definitiva, el Abogado recurrente actuó en este caso en
defensa de su cliente, intentando justificar la impugna-
ción de la Sentencia de instancia en términos que, pese
a su rotundidad, no pueden considerarse fuera del alcan-
ce de la protección que otorga la libertad de expresión
en la defensa letrada. En consecuencia, los Acuerdos
ahora recurridos, al sancionar al demandante de amparo
exclusivamente por la utilización de tales términos aun

después de haberle retirado el uso de la palabra, lo que
materialmente supuso ya una importante limitación de
su libertad de expresión, vulneraron esta manifestación
cualificada del derecho fundamental alegado, y por ello
debe otorgarse el amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Gerardo Nieto
Brizuela y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha vulnerado el derecho del
recurrente a la libertad de expresión en el ejercicio de
la defensa letrada (art. 20 CE).

2.o Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, anular
el Acuerdo sancionador de la Sección Undécima de la
Audiencia Provincial de Madrid, de 19 de junio de 2001,
confirmado por el Acuerdo de la misma Sección de 24
de julio de 2001, así como el Acuerdo de la Sala de
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
de fecha 13 de noviembre de 2001, en la medida en
que confirma parcialmente los anteriores.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de abril de dos mil
cuatro.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde Martín
de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa Pérez
Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

9229 Sala Primera. Sentencia 66/2004, de 19 de
abril de 2004. Recurso de amparo 955-2002.
Promovido por Comisiones Obreras del País
Valenciano frente a la Sentencia de un Juz-
gado de lo Social de Valencia que declaró
nulas las elecciones sindicales celebradas en
la empresa Construcciones Moliner, S. A.
Vulneración del derecho a la libertad sindical:
STC 36/2004.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, don Rober-
to García-Calvo y Montiel y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 955-2002 promovido
por Comisiones Obreras del País Valenciano (CC OO),
representada por la Procuradora de los Tribunales doña
Isabel Cañedo Vega y bajo la asistencia del Letrado don
Miguel Alcocel Maset, contra la Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 15 de Valencia de 17 de enero de
2002 (autos núm. 1154-2001) sobre materia electoral.
Ha comparecido el Sindicato Independiente de la Comu-
nidad Valenciana, representado por el Procurador de los
Tribunales don Luis Carreras Egaña y asistido por el Letra-
do don José Francisco Pérez Llopis. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente don
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Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado ante este Tribunal con
fecha de 20 de febrero de 2002, se interpuso el recurso
de amparo del que se ha hecho mención en el enca-
bezamiento, por considerar que la resolución judicial
impugnada vulnera el derecho a la libertad sindical (art.
28.1 CE).

2. Constituyen la base de la demanda los siguientes
antecedentes:

a) El sindicato CC OO promovió elecciones sindi-
cales en la empresa Construcciones Moliner, S.A., de
Puerto de Sagunto, que cuenta con una plantilla de 9
trabajadores. Efectuada la votación, fue elegido como
delegado de personal el candidato presentado por ese
sindicato, que obtuvo 8 votos.

b) Las citadas elecciones sindicales fueron impug-
nadas por el Sindicato Independiente, al considerar que
conforme lo dispuesto en el art. 62.1 del Estatuto de
los trabajadores, dado que se trataba de un centro de
trabajo que contaba tan sólo con 9 trabajadores, la pro-
moción electoral no la podía realizar un sindicato, sino
los trabajadores por decisión mayoritaria.

c) La impugnación electoral fue desestimada por
Laudo de 26 de septiembre de 2001, que confirmó la
validez del acta electoral, al considerar que el sindicato
impugnante confundía la facultad de promoción de elec-
ciones que otorga el art. 67.1, con la posibilidad que
concede el art. 62.1 LET a la plantilla de una empresa,
de entre seis y diez trabajadores, de decidir si en dicho
centro se celebran o no las elecciones. En este sentido,
señala que el art. 62.1 establece que podrá haber un
delegado de personal en aquellas empresas o centros
que cuenten entre seis y diez trabajadores, «si así lo
deciden estos por mayoría», lo que no puede entenderse
como una limitación de la capacidad de promoción elec-
toral de los sindicatos en estas unidades electorales, sino
que se refiere indudablemente a la personal que tienen
los trabajadores de este tipo de empresas o centros de
elegir un delegado de personal. Y añade que esta deci-
sión de los trabajadores no entraña un impedimento a
los sindicatos para la promoción electoral, que podrán
hacerlo en virtud de la facultad que les atribuye el art.
67.1 y en ejercicio de su derecho a la libertad sindical,
en su manifestación de derecho a promover elecciones
y presentar candidaturas.

d) El Sindicato Independiente de la Comunidad
Valenciana, presentó demanda impugnando el laudo
arbitral, que fue estimada por Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 15 de Valencia, de 17 de enero de
2002, que acordó su revocación y la nulidad de las elec-
ciones sindicales llevadas a cabo. Señala el Juez que
la cuestión debía resolverse a través de una conjunta
y sistemática interpretación de los arts. 62.1 y 67 del
Estatuto de los trabajadores, y que su simple confron-
tación, permitía concluir que el art. 67 establece una
regla general, al definir los agentes que tienen capacidad
de promover un proceso electoral -a saber, organizacio-
nes sindicales más representativas y/o trabajadores del
centro por acuerdo mayoritario-, mientras que el art. 62.1
era dentro del género, una especie, aplicable a centros
de trabajo con circunstancias especiales (bajo número
de trabajadores: entre 6 y 10), en los que se podía elegir
un delegado personal, «si así lo decidieran éstos (se refie-
re a los trabajadores) por mayoría». Sostiene el Juez
que tal condición carecería de sentido de no entenderse

como un añadido a la norma general de la promoción
electoral sindical, y que tampoco sería lógico promover
elecciones en un centro con tan pocos trabajadores, si
a los mismos, o, al menos a la mayoría, no interesaba
en absoluto el proceso electoral. Niega asimismo que
tal regulación vulnere el derecho a la libertad sindical
(art. 28.1 CE), toda vez que la capacidad de promoción
de las elecciones no se cercena, sino que se modaliza
por las circunstancias concurrentes, es decir, por tratarse
de una unidad electoral muy pequeña.

3. Con fundamento en ese itinerario procesal, la
recurrente en amparo entiende que la Sentencia recurri-
da lesiona el mencionado derecho fundamental en la
medida en que niega a un sindicato más representativo
la capacidad para promover las elecciones sindicales en
empresas con plantilla inferior a once trabajadores. En
este sentido afirma que la limitación del derecho de pro-
moción electoral a los sujetos sindicales requeriría una
mención expresa en la ley, que, sin embargo, el art. 67.1
párrafo tercero del Estatuto de los trabajadores, no con-
tiene. Por tanto, considera que la interpretación judicial
efectuada no es conforme al derecho fundamental a la
libertad sindical.

A este respecto señala que una cosa es la «promo-
ción» de elecciones sindicales, y otra, la «facultad de
celebrarlas». De este modo sostiene que mientras que
el art. 67 LET y su desarrollo reglamentario (Real Decreto
1844/1994, de 9 de septiembre), tratan de la promoción
electoral, el art. 62.1 LET trata de los delegados de per-
sonal, y determina los condicionantes legales para la
celebración de elecciones, estableciendo un requisito
para aquellas empresas o centros de trabajo que cuenten
entre seis y diez trabajadores. Es decir, lo que dispone
la norma es que habrá delegado de personal en tales
centros si los trabajadores así lo deciden por mayoría,
pero no que deban ser ellos quienes promuevan las elec-
ciones sindicales. De lo contrario, es decir, de admitir
la tesis de la Sentencia recurrida —es decir, que el art.
62.1 LET se refiere a la capacidad de promover elec-
ciones sindicales— considera la recurrente en amparo
que se estaría limitando por ley ordinaria (Estatuto de
los trabajadores) derechos reconocidos por Ley Orgánica
(Ley Orgánica de libertad sindical), y en definitiva, por
la Constitución.

Prosigue diciendo que la ley no contempla requisito
alguno ad solemnitatem para manifestar esa decisión
mayoritaria de los trabajadores de tener delegado sin-
dical que les represente, como tampoco establece el
momento en el que se debe manifestar esa decisión,
por lo que debe entenderse que se puede manifestar
en cualquier momento (antes de la promoción de las
elecciones, en el ínterin —es decir, entre la promoción
y la constitución de la mesa electoral—, e incluso a través
de la participación efectiva, real y mayoritaria de tra-
bajadores en el acto de votación). Y a este respecto,
señala que los trabajadores aportaron tanto en la com-
parecencia arbitral como en sede judicial un escrito fir-
mado por todos ellos en el que manifestaban la con-
formidad con el proceso electoral, y ratificaban la can-
didatura que fue elegida, por lo que se había dado cum-
plimiento a lo previsto en el art. 62.1 LET.

4. La Sección Primera por providencia de 25 de
noviembre de 2002 admitió a trámite la demanda y en
aplicación del art. 51 LOTC acordó dirigir comunicación
al Juzgado de lo Social núm. 15 de Valencia para que
en el plazo de diez días remitiese certificación o fotocopia
adverada de las actuaciones correspondientes, así como
para que se emplazase a quienes hubieran sido parte
en el procedimiento, excepto la recurrente en amparo,
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a los efectos de que en el plazo de diez días pudiesen
comparecer en el recurso y defender sus derechos.

5. Por escrito de 27 de diciembre de 2002 se per-
sona el Procurador de los Tribunales don Luis Carreras
Egaña en nombre del Sindicato Independiente de la
Comunidad Valenciana y por diligencia de ordenación
de la Sala Primera de 3 de febrero de 2003 se le tiene
por personado y parte en el procedimiento, acordando,
conforme al art. 52.1 LOTC, dar vista de las actuaciones
recibidas a las partes y al Ministerio Fiscal por plazo
común de veinte días.

6. El día 28 de febrero de 2003 la representación
procesal del Sindicato Independiente de la Comunidad
Valenciana presenta su escrito de alegaciones intere-
sando la denegación del amparo solicitado. En primer
término, sostiene que el recurso resulta inadmisible por
falta de agotamiento de la vía previa (art. 44.1.a LOTC)
dado que aunque la resolución impugnada no era sus-
ceptible de ser recurrida en suplicación, la Confederación
Sindical de Comisiones Obreras del País Valenciano pudo
y debió interponer recurso de queja como hizo el Sin-
dicato Independiente de la Comunidad Valenciana en
otro procedimiento sobre impugnación de laudo arbitral,
en el que a través de la interposición de tal recurso
se tuvo acceso a la suplicación al apreciar la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Valencia
(Auto de 1 de octubre de 2002) que se trataba de una
cuestión que ya había sido objeto de debate ante esa
Sala en anteriores ocasiones y que afectaba a un gran
número de trabajadores. En segundo lugar, y en cuanto
al fondo, niega la vulneración del derecho a la libertad
sindical (art. 28.1 CE) pues entiende que el art. 67 LET
establece una regla general que define los agentes que
tienen capacidad para promover un proceso electoral
mientras que el art. 62 LET es una especie dentro del
género aplicable a centros de trabajo con un determi-
nado número de operadores, en relación con los que
se exige el acuerdo mayoritario de éstos para ser repre-
sentados por un delegado sindical.

Prosigue diciendo que tal interpretación de los citados
preceptos estatutarios no cercena el derecho a la libertad
sindical sino que se modaliza por las circunstancias con-
currentes (unidad electoral muy pequeña, ergo acuerdo
mayoritario previo, que además debe ser documentado
tal y como establece el reglamento correspondiente).
Concluye afirmando que esta interpretación es la acogida
por alguna doctrina judicial que ha tenido oportunidad
de pronunciarse sobre esta materia (cita STSJ de Navarra
de 15 de marzo de 1991).

7. El día 28 de febrero de 2003 la representación
procesal de la recurrente presenta sus alegaciones rati-
ficándose en las contenidas en su escrito de demanda.

8. Con fecha de registro de 20 de febrero de 2003
el Ministerio Fiscal presenta su escrito de alegaciones
en el que considera que el órgano judicial otorgó plena
virtualidad a la interpretación de la legalidad sustentada
por la recurrente en amparo en el proceso subyacente,
marginando toda toma en consideración de la normativa
que regula la promoción electoral. En este sentido afirma
que no se tuvo en cuenta que los trabajadores habían
secundado mayoritariamente el proceso electoral habido
y que estaban en juego importantes derechos funda-
mentales y que, igualmente, se negó de forma total la
posibilidad de actuación de los sujetos sindicales más
representativos excluyendo radicalmente la legitimidad
del proceso electoral y declarando, en virtud de tal inter-
pretación, la nulidad del mismo. En consecuencia, man-
tiene que la decisión judicial adoptada y, por lo demás,
sustentada en exclusividad en pronunciamientos judicia-

les que no examinaban la cuestión sino de forma mera-
mente marginal, no salvaguardó de forma suficiente el
derecho fundamental en juego, por lo que concluye inte-
resando que se otorgue el amparo solicitado por vul-
neración del derecho a la libertad sindical (art. 28.1 CE)
del sindicato recurrente.

9. Por providencia de 13 de abril de 2004 se señaló
para deliberación y fallo de la presente Sentencia el
siguiente día 19 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Como ha quedado expuesto en los anteceden-
tes de hecho, Comisiones Obreras del País Valenciano
(CC OO) promovió elecciones en la empresa Construc-
ciones Moliner, S.A., de Puerto de Sagunto, que contaba
con una plantilla de 9 trabajadores. Se celebró la vota-
ción, en la que resultó elegido un delegado de personal
perteneciente al sindicato CC OO, que obtuvo ocho votos.
Impugnada la validez del proceso electoral por el Sin-
dicato Independiente de la Comunidad Valenciana y
desestimada tal impugnación por Laudo arbitral de 26
de septiembre de 2001, acude dicho sindicato a la vía
jurisdiccional, en la que se dicta Sentencia por el Juzgado
de lo Social núm. 15 de Valencia de 17 de enero de
2002 que considera que, en aplicación de la interpre-
tación que del art. 62.1 del Estatuto de los trabajadores
(en adelante, LET) venía manteniendo la doctrina de los
Tribunales, en los centros de trabajo de entre seis y
diez trabajadores (como era el caso) corresponde a éstos
decidir por mayoría si celebran o no elecciones, lo que
comporta su iniciación o convocatoria, no pudiendo
suplir su voluntad los demás legitimados para promover
el proceso electoral. En consecuencia, declara la nulidad
del proceso electoral impugnado por entender que no
era conforme a derecho la promoción realizada por un
sindicato más representativo.

La quejosa entiende que la Sentencia recurrida lesio-
na el derecho fundamental a la libertad sindical (art. 28.1
CE) en la medida en que niega a un sindicato más repre-
sentativo la capacidad para promover las elecciones sin-
dicales en empresas con plantilla inferior a once tra-
bajadores, En este sentido, afirma que la limitación del
derecho de promoción electoral a los agentes sindicales
requeriría una mención expresa en la ley, que, sin embar-
go, el art. 67.1 párrafo tercero del Estatuto de los tra-
bajadores, no contiene. Por tanto, considera que la inter-
pretación judicial efectuada no es conforme al derecho
fundamental a la libertad sindical.

El Sindicato Independiente de la Comunidad Valen-
ciana interesa la denegación del amparo. En primer tér-
mino, sostiene que el recurso resulta inadmisible por
falta de agotamiento de la vía previa (art. 44.1.a LOTC)
dado que aunque la resolución impugnada no era sus-
ceptible de ser recurrida en suplicación, la Confederación
Sindical de Comisiones Obreras del País Valenciano pudo
y debió interponer recurso de queja. En segundo lugar,
y en cuanto al fondo, niega la vulneración del derecho
a la libertad sindical (art. 28.1 CE) pues entiende que
el art. 67 LET establece una regla general que define
los agentes que tienen capacidad para promover un pro-
ceso electoral mientras que el art. 62 LET es una especie
dentro del género aplicable a centros de trabajo con
un determinado número de operadores, en relación con
los que se exige el acuerdo mayoritario de éstos para
ser representados por un delegado sindical.

El Ministerio Fiscal considera que el órgano judicial
otorgó plena virtualidad a la interpretación de la legalidad
sustentada por el Sindicato Independiente de la Comu-
nidad Valenciana, marginando toda toma en conside-
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ración de la normativa que regula la promoción electoral.
En este sentido, afirma que no se tuvo en cuenta que
los trabajadores habían secundado mayoritariamente el
proceso electoral habido y que estaban en juego impor-
tantes derechos fundamentales, y que, igualmente, se
negó de forma total la posibilidad de actuación de los
agentes sindicales más representativos excluyendo radi-
calmente la legitimidad del proceso electoral y decla-
rando, en virtud de tal interpretación, la nulidad del mis-
mo. En consecuencia, mantiene que la decisión judicial
adoptada no salvaguardó de forma suficiente el derecho
fundamental en juego, por lo que concluye interesando
que se otorgue el amparo.

2. Ha de señalarse que el presente recurso de ampa-
ro, desde la perspectiva constitucional es homologable
con el que fue tramitado en este Tribunal con el núm.
5994-2001 y resuelto por la Sala Primera en STC
36/2004, de 8 de marzo.

Con carácter previo hemos de señalar que la causa
de inadmisión propuestas por el Sindicato Independiente
—falta de agotamiento de todos los recursos utilizables
en la vía judicial, arts. 44.1 a) y 50.1 a) LOTC— ha de
ser rechazada, toda vez que la Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 15 de Valencia de 17 de enero de
2002 contra la que se interpone la demanda de amparo
y que puso fin a la vía judicial, no es susceptible de
recurso alguno de conformidad con lo previsto en el
art. 132.1 b) del texto refundido de la Ley de proce-
dimiento laboral aprobado por Real Decreto Legislativo
2/1995, de 7 de abril, tal y como se hizo constar a
las partes en la propia resolución judicial. En consecuen-
cia, ante la inexistencia de un recurso en la vía judicial
a través del cual obtener la reparación del derecho fun-
damental que se entiende vulnerado, no cabe apreciar
la infracción del principio de subsidiariedad del amparo
denunciado.

3. Despejado el óbice procesal formulado, procede
entrar a examinar el fondo de la queja presentada por
el sindicato recurrente en amparo. Éste, según se ha
dejado expuesto anteriormente, sustenta la denuncia de
vulneración de su derecho a la libertad sindical (art. 28.1
CE) en que la resolución judicial impugnada ha desco-
nocido su legitimación para la promoción de elecciones
reconocida tanto en el art. 67.1 LET como en el art.
6.3 de la Ley Orgánica de libertad sindical (en adelante,
LOLS), a través de una interpretación del art. 62.1 LET
que no respeta suficientemente el contenido de aquel
derecho fundamental y que se apoya únicamente en
lo decidido en unos pronunciamientos judiciales que no
tuvieron por objeto la controversia de este recurso.

Y a este respecto la doctrina constitucional antes invo-
cada —STC 36/2004, de 8 de marzo, FJ 3— es la
siguiente:

«a) “Este Tribunal reiteradamente ha declarado que
el art. 28.1 CE integra, además de la vertiente orga-
nizativa de la libertad sindical, los derechos de actividad
y medios de acción de los sindicatos —huelga, nego-
ciación colectiva, promoción de conflictos— que cons-
tituyen el núcleo mínimo e indisponible de la libertad
sindical. Pero también que, junto a los anteriores, los
Sindicatos pueden ostentar también derechos o facul-
tades adicionales atribuidos por normas legales o con-
venios colectivos que se añadan a aquel núcleo esencial.
Así el derecho fundamental se integra no sólo por su
contenido esencial sino también por esos derechos o
facultades adicionales, de modo que los actos contrarios
a estos últimos son también susceptibles de infringir
dicho art. 28.1 CE (SSTC 39/1986, de 31 de marzo;
104/1987, de 17 de junio; 184/1987, de 18 de noviem-
bre; 9/1988, de 25 de enero; 51/1988, de 22 de marzo;

61/1989, de 3 de abril; 127/1989, de 13 de julio;
30/1992, de 18 de marzo; 173/1992, de 29 de octubre;
164/1993, de 18 de mayo; 1/1994, de 17 de enero;
263/1994, de 3 de octubre; 67/1995, de 9 de mayo;
188/1995, de 18 de diciembre; 95/1996, de 29 de
mayo; 145/1999, de 22 de julio; 201/1999, de 8 de
noviembre, 70/2000, de 13 de marzo, y 132/2000,
de 16 de mayo)” (STC 76/2001, de 26 de marzo, FJ
4).

b) “La promoción de elecciones sindicales consti-
tuye parte de este contenido adicional ... Los derechos
de los sindicatos de presentar candidaturas y de pro-
moción, en su caso, de aquéllas, pese a derivar de un
reconocimiento legal, constituyen facultades que se inte-
gran sin duda en la libertad sindical, tanto en su aspecto
colectivo como en su aspecto individual. De ahí que cual-
quier impedimento u obstaculización al Sindicato o a
sus miembros de participar en el proceso electoral puede
ser constitutivo de una violación de la libertad sindical
(SSTC 104/1987, de 17 de junio, 9/1988, de 25 de
enero, y 51/1988, de 22 de marzo)” (STC 76/2001,
de 26 de marzo, FJ 4).

c) “Ya en este punto y dado que en este proceso
está directamente concernido el derecho fundamental
a la libertad sindical (art. 28.1 CE) en el contenido adi-
cional citado, el paso siguiente es fijar el canon de nues-
tro control, habida cuenta de que el debate se refiere
de modo inmediato a la aplicación de normas de rango
infraconstitucional [arts. 6.3 e) LOLS, 62.1 y 67.1 LET
y 2.2 del Real Decreto 1844/1994, de 9 de sep-
tiembre].”»

Y en este sentido, hemos declarado reiteradamente
que «la función revisora de este Tribunal debe limitarse
a examinar el carácter motivado, razonable y no inde-
bidamente restrictivo de la resolución impugnada, así
como la justificación finalista de las normas que con-
sidera aplicables», entendiendo que «la violación del
derecho fundamental se dará cuando se impida u obs-
taculice al Sindicato o a sus miembros participar en el
proceso electoral por causas que no obedezcan a razones
atendibles de protección de derechos o intereses cons-
titucionales que la norma legal o reglamentaria hayan
tomado en consideración al establecer la regulación del
proceso electoral» (SSTC 272/1993, de 20 de septiem-
bre, FJ 2, y 13/1997, de 2 de enero, FJ 3).

Sobre esta base, reconocida la legitimación de las
organizaciones sindicales más representativas para la
promoción de elecciones para delegados de personal
—arts. 6.3 e) LOLS y 67.1 LET)—, la cuestión a dilucidar
en estos autos es la de determinar si la Sentencia impug-
nada se ha mantenido dentro de los límites que derivan
del canon de constitucionalidad trazado por la doctrina
de este Tribunal.

En el caso que ahora se examina, de los nueve tra-
bajadores de la empresa, ocho votaron al candidato pre-
sentado, de suerte que resulta claro que de forma con-
cluyente se produjo la decisión mayoritaria tácita de con-
tar con delegado de personal.

Ha de recogerse la normativa que da configuración
legal al contenido adicional del derecho de libertad sin-
dical que ahora importa: a) Ante todo, los arts. 6.3 e)
LOLS y 67.1 LET reconocen a los sindicatos más repre-
sentativos capacidad para promover elecciones para
delegados de personal, sin que aparezca excepción o
salvedad expresa en relación con las empresas o centros
de trabajo de entre seis y diez trabajadores; b) Por otro
lado, el art. 62.1 LET, respecto de los casos de tal número
de operarios, exige para la existencia de delegado de
personal que así lo decidan los trabajadores por mayoría.

Y sobre esta base, declarábamos en la STC 36/2004,
de 8 de marzo, FJ 4, que «la armonización de los pre-
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ceptos examinados, de suerte que sea posible la plena
virtualidad de todos, ha de desarrollarse entendiendo
que la promoción de las elecciones por parte de los
sindicatos más representativos exigirá siempre la deci-
sión de los trabajadores, que podrá producirse bien antes
de aquella promoción, bien después. En definitiva, esa
decisión opera como condición de eficacia y no como
presupuesto de admisibilidad.- Por otra parte, en el terre-
no formal, ha de señalarse que así como el acuerdo
mayoritario de los trabajadores para la promoción elec-
toral ha de acreditarse mediante acta —art. 2.2 Real
Decreto 1844/1994, de 9 de septiembre—, la decisión
mayoritaria exigida por el art. 62.1 LET no está sujeta
a formalidades específicas, pudiendo ser expresa o tácita,
siendo de destacar como supuesto claro de decisión
tácita el de la participación de la mayoría de los tra-
bajadores en la votación.—Así pues, el requisito de la
decisión mayoritaria previsto en el art. 62.1 LET, inciso
segundo, es imprescindible, sí, pero, en el aspecto tem-
poral, puede ser anterior o posterior a la promoción de
las elecciones y, en el terreno formal, puede ser expresa
o tácita».

4. Así las cosas, en aplicación del canon de cons-
titucionalidad ya señalado, habrá que destacar que aten-
dido el objetivo inspirador del art. 62.1, inciso segundo,
LET —no imposición de la figura del delegado de personal
a los trabajadores contra su voluntad—, carece de jus-
tificación finalista la interpretación que de tal precepto
y del art. 67.1 LET hace la Sentencia impugnada, pues
ésta, prescindiendo de la tácita decisión mayoritaria de
los trabajadores, llega a una solución indebidamente res-
trictiva, más propiamente, excluyente, de la capacidad
de promoción electoral que a los sindicatos más repre-
sentativos atribuyen los arts. 6.3 e) LOLS y 67.2 LET,
al crear un obstáculo o impedimento para tal capacidad,
integrada en el contenido adicional del derecho a la liber-
tad sindical recogido en el art. 28.1 CE, que no ha sido
establecido por el legislador y para el que no se encuen-
tran razones atendibles de protección de derechos o
intereses constitucionales.

Procedente será, en consecuencia, el otorgamiento
del amparo previsto en el art. 53 a) LOTC, con anulación
de la Sentencia impugnada y declaración de firmeza del
Laudo arbitral que con acierto aplicó las normas que
quedan señaladas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por Comisiones Obreras
del País Valenciano y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho a la libertad sindical (art.
28.1 CE) de la recurrente en amparo.

2.o Anular la Sentencia del Juzgado de lo Social
núm.15 de Valencia de 17 de enero de 2002, dictada
en los autos 1154-2001, declarando la firmeza del Laudo
arbitral de 26 de septiembre de 2001.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de abril de dos mil
cuatro.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo Gar-
cía Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier
Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.

9230 Sala Segunda. Sentencia 67/2004, de 19 de
abr i l de 2004. Recurso de amparo
1947-2002. Promovido por don Vicente Fron-
tera Martínez frente a la Sentencia de la
Audiencia Provincial de Valencia que le con-
denó al pago de las cuotas colegiales recla-
madas por el Colegio de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración Local.
Vulneración del derecho de asociación: STC
76/2003.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por Tomás S. Vives Antón, Presidente, don Pablo
Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas, don
Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera y don
Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1947-2002, promovido
por don Vicente Frontera Martínez, representado por el
Procurador don Ramón Rodríguez Nogueira y asistido
por el Letrado don José Vicente Belenguer Mula, contra
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia de
19 de febrero de 2002 que, revocando la del Juzgado
de Primera Instancia núm. 21 de Valencia de 14 de
junio de 2001, condenaba al demandante de amparo
a pagar al Colegio Oficial de Secretarios, Interventores
y Tesoreros de la Administración Local con habilitación
de carácter nacional de la provincia de Valencia la can-
tidad de 150.000 pesetas en concepto de cuotas cole-
giales, con los intereses legales desde la interpelación
judicial. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha actuado
como Ponente el Magistrado don Guillermo Jiménez Sán-
chez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado el día 2 de abril de
2002 el Procurador don Ramón Rodríguez Nogueira, en
nombre y representación de don Vicente Frontera Mar-
tínez, dedujo demanda de amparo contra la Sentencia
de la que se ha hecho mérito en el encabezamiento
de esta resolución.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) El recurrente en amparo, en su condición de
Secretario de la Administración local con habilitación
de carácter nacional, fue demandado en un juicio verbal
por el Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros
de la Administración local con habilitación de carácter
nacional de la provincia de Valencia en reclamación de
150.000 pesetas a que ascendían las cuotas colegiales
impagadas, los intereses y las costas.

b) El demandado contestó a la demanda oponién-
dose a ella, alegando que nunca solicitó el alta en el
colegio demandante, ni había participado en ninguna
actividad de dicho colegio ni había satisfecho las cuotas
colegiales al considerar que la colegiación obligatoria
que se le pretendía imponer era contraria a la Cons-
titución por vulnerar los arts. 22 y 14 de ésta.

c) El Juzgado de Primera Instancia núm. 21 de
Valencia siguió el proceso como juicio verbal 187-2001
y, tras su oportuna tramitación, dictó Sentencia el 14
de junio de 2001 en la que, al considerar que la cole-
giación obligatoria que se exigía del demandado aten-
taba contra el principio de libre asociación en su vertiente
negativa (art. 22 CE), «pues en ningún caso el ejercicio
de su profesión viene ordenada por el Colegio Profesional


